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Acta Nro. 144 de abril 17 de 2009
Resuelve la Sala sobre la consulta del auto proferido por el Juzgado Segundo de Familia de esta ciudad el pasado 12 de marzo, por medio del cual se sancionó a Augusto Moreno Barriga, Gerente General de la Caja Nacional de Previsión Social “CAJANAL E.I.C.E.”, con dos (2) días de arresto y multa de un (1) salario mínimo legal mensual, por haber incumplido la orden impartida en la sentencia que ese mismo despacho profirió el 11 de septiembre de 2008, dentro de la acción de tutela que contra la entidad promovió Luz Marina Hurtado Mejía.




ANTECEDENTES

 

    

En el fallo aludido el Juzgado resolvió conceder la tutela invocada por la señora Luz Marina Hurtado Mejía y le ordenó al representante legal de Cajanal, al subgerente de prestaciones económicas y al asesor de gerencia general de la misma, que dentro de sus respectivas competencias y en un término de 10 días siguientes a la notificación del mismo, revisaran la documentación concerniente a la petición elevada por la accionante desde el 15 de febrero de 2008,  gestionando y emitiendo en dicho lapso el acto administrativo que decida de fondo la solicitud de reconocimiento de pensión de sobreviviente, en virtud del fallecimiento del señor Bernardo Martínez Pérez.
  



Ante la manifestación del accionante, en el sentido de que para el 31 de octubre del año inmediatamente anterior, la entidad demandada no había acatado el fallo, dispuso el juzgado, en forma previa con asidero en lo prevenido por el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, requerir al Ministro de la Protección Social para que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a su notificación hiciera cumplir el respectivo fallo. Como no se pronunció, se procedió a dar inicio al incidente de desacato frente a la “entidad accionada y a su superior jerárquico”. Se pronunció el Ministro y manifestó que le solicitó al gerente de la entidad accionada que procediera de inmediato a requerir al subgerente de prestaciones económicas para que diera cumplimiento a la sentencia e iniciara el respectivo proceso disciplinario; precisó, además, que la dependencia a su cargo no ejerce control sobre los actos administrativos de Cajanal, porque se trata de una entidad descentralizada por servicios con personería jurídica, patrimonio propio y autonomía administrativa.





Vencido el término de traslado, y con la prueba documental arrimada, se procedió a decidir lo pertinente, que fue la imposición de las sanciones atrás aludidas, lo que suscitó la consulta.



  

CONSIDERACIONES 




Dispone el artículo 29 del Decreto 2591 de 1991 que el fallo mediante el que se resuelva una acción de tutela debe contener, entre otras cosas, el plazo perentorio para el cumplimiento de lo resuelto, que en ningún caso podrá exceder de cuarenta y ocho horas.

En desarrollo de esa previsión, y bajo un término más amplio, el juzgado ordenó en la sentencia del 11 de septiembre de 2008 (f. 2 a 7, c. 1) que dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación de la misma, se diera respuesta a la solicitud impetrada por la demandante desde el 15 de febrero de esa misma anualidad.

Pero han pasado los días sin que hasta hoy se conozca esa contestación, no obstante el considerable margen de tiempo que ha transcurrido desde que se radicó dicha solicitud, con la ya conocida desidia de la entidad accionada ante los múltiples requerimientos de tribunales y juzgados.

   



Se hace necesario puntualizar que si bien en el fallo proferido se endilgó tal responsabilidad en cabeza no sólo del gerente general sino de otros dos asistentes de la entidad, la verdad es que en últimas y como bien lo entendió el juzgado en la providencia que puso fin al desacato, es en cabeza del gerente general, doctor Augusto Moreno Barriga, en quien debe recaer la orden de amparo, como que ya se tiene decantada tal situación en torno a que en tratándose de esta clase de situaciones corresponde efectivamente al representante legal de Cajanal EICE la carga de rigor, si como lo tiene previsto el Decreto 65 de 2004, está dentro de sus funciones la de “Expedir los actos administrativos que contengan el estudio, liquidación y reconocimiento de prestaciones económicas y conocer los recursos que se interpongan contra los mismos.”  (art. 5º). Por lo demás, fue acertada la exoneración al Ministro de la Protección Social.
Entonces, aquella actitud, de absoluto silencio, que conlleva el incumplimiento de la orden del juez de tutela, no puede menos que enmarcarse dentro de lo que establece el artículo 52 del mismo decreto como un desacato, que trae como consecuencia que el juez que la impartió imponga a la persona responsable del mismo sanciones tales como el arresto hasta por 6 meses y la multa hasta por 20 salarios mínimos mensuales.

Así lo consideró el juzgado que impuso al responsable sólo dos días de arresto y multa de un salario mínimo mensual, funcionario que ni siquiera con la notificación que se le hizo de las sanciones se ha preocupado por manifestarse.

  



No hay alternativa distinta, entonces, a la de confirmar el auto que se revisa, porque la decisión allí contenida viene ajustada al marco legal aludido y a la descomedida actitud, se repite, de quien representa a la entidad que, en todo caso, sigue obligado a dar respuesta a la actora, de lo cual deberá estar vigilante el juzgado.

 




Esto, sin desconocer que mediante Sentencia T-1234 del 10 de diciembre de 2008 la Corte Constitucional amparó los derechos del ahora sancionado, en su calidad de Gerente General de la Caja Nacional de Previsión Social CAJANAL E.I.C.E, en la que por las continuas sanciones por este mismo motivo se viene constituyendo en sujeto de una afectación a su  buen nombre, pues se le endilga negligencia en el cumplimiento de las órdenes que se imparten por los jueces para la protección de los derechos fundamentales de los afiliados a la Caja, y al debido proceso, por la imposibilidad de ejercer la defensa efectiva en los diversos incidentes de desacato. En esa sentencia se argumentó que ello tiene origen en el conocido problema estructural y de manejo presupuestal en el que está inmersa la caja, situación que siempre ha tenido presente esta Sala y que dio lugar a que hasta hace unos pocos meses no se avalaran las sanciones impuestas por nuestro jueces debido a que, aunque extemporáneamente, se satisfacía la obligación impuesta en el fallo de tutela, lo que ya en este momento no ocurre. 

   




Sin embargo, en esa misma providencia se previno a la entidad para que en aras de evitar la continua violación al derecho de petición de sus afiliados por la demora en las respuestas requeridas, está la entidad en la obligación de informarles: (i) El listado de requisitos para que pueda producirse una respuesta de fondo; (ii) las razones por las cuales no está en condiciones de dar una respuesta en lo términos legales y jurisprudenciales; (iii) el tiempo estimado de respuesta, de acuerdo con el tipo de solicitud y, (iv) las gestiones específicas que se adelantan en orden a ajustar sus tiempos de respuesta a los términos legales.
  



 
Pero en este caso, a pesar de los múltiples requerimientos, nada de ello se evidencia, porque ni a la demandante ni a los despachos judiciales se les ha informado del porqué no ha sido posible obtener una respuesta de fondo a la petición que dio lugar a la acción de tutela y ahora al desacato.  Es decir, que ni con el apoyo que la justicia ha brindado se toman correctivos que impidan imponer las sanciones previstas en la ley. 
DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil Familia, CONFIRMA el auto del 12 de marzo de 2009 proferido por el Juzgado Segundo de Familia de esta ciudad, en el trámite incidental que por desacato se adelantó contra Augusto Moreno Barriga, Gerente General de Cajanal E.I.C.E. 

Notifíquese

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ

      CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
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